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PRESIDE: Señor Representante Dionisio Vivian. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Alma Mallo Calviño y Daniel López Villalba. 


INVITADOS: Por el Grupo de Profesionales Universitarios, señores Gabriel Castellano, contador 
público; Néstor Nieves, médico; Ruben Elías, ingeniero agrónomo; Ricardo Vidart, 
arquitecto, Norberto Glisenti, médico y señoras Isabel Vigna, médica y Perla Cohanoff, 
médica. 


Por la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (COJUPE), señores José 
Almirón, Presidente; Héctor Morales, Secretario; Mario Trápani, Enrique De León, Cecilio 
Pastor y señoras Mercedes Luna, Brenda Cáceres, María Isabel Casparián, Irma Mateos y 
Julia Curtiñas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Vivian).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Isabel Vigna, médica; a la señora Perla Cohanoff, médica; 
al señor Gabriel Castellano, contador público; al señor Néstor Nieves, médico; al señor Ruben Elías, 
ingeniero agrónomo; al señor Ricadro Vidart, arquitecto, y al señor Norberto Glisenti, médico. 


SEÑOR VIDART. - Constituimos un grupo de profesionales universitarios cuya peculiaridad es que 
éramos estudiantes al momento en que fuimos detenidos por la represión. Si bien todos fuimos 


detenidos en distintas fechas, el denominador común es que ninguno pudo continuar sus estudios. No 
pudimos estudiar mientras estuvimos presos, porque nos fue prohibido, por más que lo hayamos 
intentado y solicitado. Muchos de los que salieron en libertad antes de que finalizara el proceso cívico 
militar, tampoco pudieron retomar sus estudios, porque no lograron la calidad de estudiantes. 


Es decir, todos pudimos retomar nuestros estudios después de la restauración democrática y nos diplomamos, 
en los plazos más o menos previsibles si no hubiéramos estado privados de estudiar. La mayoría pudo obtener 
la titulación en edades relativamente avanzadas, lo cual implica que prácticamente ninguno llega a la edad 
necesaria para jubilarse. 


Es importante aclarar que no es posible ejercer la profesión, sin estar afiliados a la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios. Por lo tanto, aportamos y muy fuerte, y representa un gasto muy 
importante en nuestros ingresos. No obstante, se hizo un gran esfuerzo y estamos todos afiliados. 


Soy el mayor del grupo, con sesenta y ocho años, y en mi caso no podré jubilarme hasta los setenta y cinco 
años, porque me recibí a los cuarenta y cinco años, por lo cual me será bastante difícil jubilarme. Los demás 
compañeros, tienen situaciones similares. 


Por este motivo, concurrimos a la Comisión de Derechos Humanos, porque entendemos que ese 
cercenamiento de nuestra voluntad de estudiar nos puso en esta situación y nos hace prever una vejez difícil, 
porque aportamos mucha plata y no podremos disfrutar de la jubilación, porque esos aportes se van a perder, 
porque no podremos jubilarnos. Tendremos que conformarnos con una pensión a la vejez a los setenta años, 
pobre, baja. 


Fuimos a la Caja; hablamos con Diputados y Senadores; con el Ministerio de Educación y Cultura; con la 
Comisión de Derechos Humanos y siempre tropezamos con lo mismo: falta el marco legal que nos ampare, 
porque en definitiva estamos pidiendo que se nos reconozca como efectivamente aportados los años que no 
pudimos estudiar. La Caja entendió que no podía reconocer los años si no tenía un amparo legal. 


En principio, nuestro grupo lo integran once o doce compañeros, que somos los que estamos contactados, y 
no seríamos mucho más. Sencillamente, solicitamos ese marco legal que nos dé la posibilidad de acceder a 
una vejez decente. 


SEÑORA VIGNA.- Cuando fuimos detenidos éramos estudiantes y cuando pudimos recuperar la 
calidad de estudiante seguimos estudiando la misma carrera y nos recibimos de lo que estábamos 
estudiando antes de caer presos. 


Por otra parte, la Caja exige para alcanzar la jubilación sesenta años de edad -todos los tenemos -y treinta de 
aportes, que es lo que nos falta por habernos recibido diez, doce o quince años después, por haber estado 
presos. 


SEÑOR CASTELLANO.- Cuando nos recibimos, como todos los egresados de la Universidad de la 
República, nos presentamos en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, 
trámite obligatorio, se ejerza o no fuera de la relación de dependencia. La relación de dependencia no 
era una opción, por nuestro perfil, porque era poco probable que una persona con cuarenta años, que 
además estuvo presa, fuera contratada por una empresa en las mismas condiciones de competencia que 
un joven recién egresado. En esas condiciones nos quedó el camino, como salida laboral, del ejercicio 
fuera de la relación de dependencia. 


Al momento de afiliarnos a la Caja conocíamos las reglas de juego, pero no teníamos otra alternativa que 
ejercer en esas condiciones, porque de lo contrario sería invalidar nuestra posibilidad de ejercer 
profesionalmente. Los aportes son obligatorios. 


Por otra parte, en virtud de la Ley N* 18.033 realizamos el correspondiente trámite ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social para que se nos reconocieran los años que estuvimos preso. La pérdida que 
tuvimos fue tanto por la prisión como por la suspensión de la calidad de estudiante. Por ejemplo, yo tuve una 
pena más corta, pero cuando fui liberado de la cárcel en la dictadura no podía estudiar porque nos habían 


quitado la calidad de estudiante. Obviamente, esos años suman, y al momento de computar, tenemos el título 
pero bastante edad para el ejercicio profesional. No obstante, tenemos un promedio de veinte años de aportes 
a la Caja. 


En ese sentido, nos preguntamos qué pasará con esos años aportados, si no logramos que se apruebe el 
recurso jurídico que nos ampare, es decir, que reconozca como años efectivos de ejercicio profesional ante la 
Caja los años de privación de libertad, de la calidad de estudiante y de persecución o clandestinidad. 
Hipotéticamente estos años quedarían dentro del instituto, si no se aprueba este marco legal. 


Por lo tanto, tendríamos que seguir ejerciendo hasta los setenta años o más, en condiciones de desigualdad 
con el resto de los profesionales, aportando para ese colectivo, sabiendo -como le constará a la Comisión - 
que es una desigualdad absoluta que una persona mayor de sesenta años aporte para un colectivo de 
seguridad social, cuando se sabe que no recibirá, por la expectativa de vida, los beneficios y el amparo del 
sistema por la misma cantidad de años que los demás. 


Tenemos un borrador de lo que sería ese proyecto. Entendemos que el Estado está en deuda con nosotros en 
cuanto al reconocimiento de esos años. 


La Ley_N” 18.033 nos reconoció los años en el Banco de Previsión Social, aspecto muy importante, pero 
cuando llevamos esos años a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, nos exige 
treinta y cinco años, en lugar de treinta de aporte, y eso, sin duda, es una complicación adicional que invalida 
los efectos del reconocimiento de la ley de marras. 


SEÑOR VIDART. - Entregamos la versión grabada de la audiencia que tuvimos en la Comisión de 
Derechos Humanos. 


SEÑORA MALLO CALVIÑO.- Esta situación es muy injusta. 
¿Tienen idea cuántos estarían comprendidos en la misma injusticia? 


SEÑOR VIDART. - Por ahora, somos once que nos hemos conectado, pero sabemos que hay más. A lo 
sumo podrá haber veinte. 


SEÑORA MALLO CALVIÑO.- Son pocos. No puedo opinar por el Poder Ejecutivo ni por el Banco de 
Previsión Social, pero creo que son pocos y sería cuestión de analizar el asunto para resolverlo. 


Es una injusticia, porque los atrasaron en los estudios, no pudieron pagar las categorías, porque el profesional 
que paga desde un principio termina en una categoría que le permite acceder a una jubilación decente, y 
ahora ni siquiera podrían jubilarse decentemente, porque perdieron mucho tiempo. 


Por lo tanto, creo que debería aplicarse un estatuto especial como en el caso de la Caja de Industria y 
Comercio o la Civil, que conforme a la ley de destituidos, la gente que estuvo exiliada recuperó sus trabajos y 
se le computaron los años como efectivamente trabajados. Voy a estudiar el borrador que presentaron ustedes 
que, honestamente, no lo leí. 


Quiero que sepan que comprendí el planteamiento y la injusticia que viven. 
SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Comparto lo que ha dicho la señora Diputada Mallo Calviño. 


El señor Castellano ha dicho que el Banco de Previsión Social reconoció los años, y entonces tendríamos que 
investigar por qué la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios no los reconoce. Es 
decir, no entiendo por qué se reconocen los años en una Caja y no en la otra. 


Si se aplicara el mismo criterio, estarían amparados. Creo que el caso no sería muy complejo, porque si el 
Banco de Previsión Social reconoció los años, no habría razón para que no lo hiciera la Caja de Jubilaciones 
y Pensiones de Profesionales Universitarios. Creo que nos tendríamos que basar en este argumento, porque 
no puede haber dos criterios para regir una misma situación. 


SEÑORA VIGNA.- La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios argumenta 
que cuando estuvimos presos y teníamos la calidad de estudiante suspendida éramos estudiantes y no 
teníamos nada que ver con la Caja. 


No obstante, la Ley N* 18.033 reconoce los años de persecución como trabajados, aun en el caso de gente 
que no trabajaba en el momento que cayó presa, por su juventud o por lo que fuere. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- La Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios 
acepta los años como efectivamente trabajados o la Caja de Industria y Comercio tendrá que 
solucionar este problema. Es decir, no puede ser que una solución que dé una Caja no sea aceptada por 
la otra. 


Si no nos ponemos de acuerdo en nuestro país en algo tan simple como reconocer los años de la dictadura 
como efectivamente trabajados no podemos firmar acuerdos internacionales en la materia. Además, sabemos 
que quienes estuvieron detenidos trabajaron dentro del celdario. 


Es decir, nada dice que ustedes no trabajaron. Me parece que podríamos tener argumentos. Tenemos 
reuniones periódicas con las autoridades del Banco de Previsión Social y vamos a plantearles el caso y 
también podríamos convocar a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


SEÑOR CASTELLANO.- Quiero aclarar que la Ley N* 18.033 reconoció los años de cárcel, pero no los 
años de privación de la calidad de estudiante, detalle que hay que tomar en cuenta. La ley apuntó a 
reparar el daño creado por la dictadura, por el Estado, por la prisión motivada por razones políticas e 
ideológicas, pero no a amparar otros daños que tuvieron el mismo efecto, como fue no poder rendir 
examen ni ser estudiante de la Universidad de la República, determinado por los Decanatos o el Rector 
de entonces. 


En última instancia, la corrección jurídica que pedimos debería amparar también esta circunstancia, 
obviamente, documentación mediante, como se hizo en el caso de la Ley N* 18.033 para que se pueda 
demostrar. En efecto, existe documentación probatoria de que había estudiantes privados de la calidad de tal. 


Entonces, ¿cómo nos íbamos a recibir, cómo nos íbamos a afiliar a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios, si el Estado no nos permitió estudiar ni recibirnos? - 


SEÑOR ELÍAS.- Me quedé preocupado con lo de pasar al BPS. Algunos de nosotros estamos jubilados 
no como profesionales universitarios sino porque se nos reconoció parte de la antigiedad. 
Precisamente, es un derecho y una posibilidad de todos los universitarios de jubilarse tanto por la caja 
profesional como por un empleo público que la mayoría de los profesionales de la salud y la agronomía 
desempeñan. 


SEÑOR VIDART. - Si nos permiten el atrevimiento, les vamos a leer la propuesta que nosotros 
planteamos. No es una sugerencia sino la síntesis de nuestro pensamiento. Diría algo parecido a esto: 
"A las personas que entre" -ahí habría que establecer la fecha -"siendo estudiantes universitarios, 
hubiesen permanecido detenidas, se hubieren exiliado o estado en la clandestinidad, todo por motivos 
políticos, ideológicos o gremiales, se les computará como tiempo trabajado y aportado a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios o a la Caja Notarial, según corresponda, a los 
efectos jubilatorios y pensionarios, el período hasta el 28 de febrero de 1985 durante el cual no 
pudieron proseguir sus estudios". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a estudiar su planteo y haremos las consultas correspondientes. 


(Se retira de Sala la delegación de un grupo de profesionales universitarios) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas) 


——— Esta Comisión tiene mucho gusto en recibir a la delegación de la Coordinadora de Jubilados y 
Pensionistas integrada por las señoras Mercedes Luna, Brenda Cáceres, María Isabel Casparián, Irma Mateos 
y Julia Curtiñas, y los señores José Almirón -Presidente-, Héctor Morales -Secretario-, Mario Trápani, 
Enrique de León y Cecilio Pastor. 


SEÑOR MORALES.- En primer lugar, quiero agradecer la invitación a participar nuevamente en los 
debates de esta Comisión. Conocemos algunos de los legisladores presentes pero quisiéramos saber qué 
partidos están presentes porque nos preocupa que una materia tan importante como la seguridad 
social no sea atendida por todos los partidos con representación parlamentaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está representado el Frente Amplio, el Partido Colorado y el Partido 
Nacional; no está el Partido Independiente. 


SEÑOR MORALES.- Hace unos meses, estuvimos aquí denunciando una serie de arbitrariedades e 
irregularidades cometidas desde el Directorio del Banco de Previsión Social; responsabilizamos, en 
primer lugar, al Presidente del Banco de Previsión Social, que no respeta siquiera las sentencias del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. También denunciamos el concubinato entre las autoridades 
de la seguridad social y del Gobierno con la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del 
Uruguay, ONAJPU, la única organización que el Gobierno reconoce en materia de jubilados. 
Queremos aclarar que la ONAJPU es la minoría mayor, dado que si sumamos los votos de la última 
elección, encontramos que entre los votos de la Lista 3, de la Lista 2 y los votos en blanco o anulados 
son superiores a los que obtuvo la ONAJPU. Sin embargo, porfiadamente, el Gobierno sigue diciendo 
que la organización representativa de los jubilados es la ONAJPU. Por supuesto, le sigue haciendo 
todos los mimos que denunciamos anteriormente. Estamos convencidos de que el Gobierno comete una 
grave irregularidad antidemocrática al no respetar a otras organizaciones de jubilados que por algo no 
estamos en la ONAJPU. 


Queremos recordarles que en la última edición de ese lujoso periódico que tiene la ONAJPU -a cuatro 
colores en huecograbado; no nos explicamos cómo una organización de viejos pobres puede tener un boletín 
tan caro -se dice que están ellos y otros dos grupúsculos pertenecientes a grupos políticos. Dicen que nosotros 
pertenecemos a partidos políticos. Yo me voy a candidatear en las próximas elecciones porque tuvimos 
42.000 votos. Si se refieren al partido político al que en forma personal pertenecemos algunos de los 
integrantes de la Coordinadora, auguro que a partir de la próxima elección, seguramente, habrá alguno de 
nuestros representantes en esta mesa porque tuvimos 42.000 votos que equivalen a un Diputado. 


El señor Ernesto Murro repite eso, que somos un apéndice de la Asamblea Popular. Personalmente, no tengo 
por qué esconderlo: soy de la Asamblea Popular y estoy muy orgulloso; pero tenemos compañeros que son de 
otros partidos. Y es una falta de respeto del Gobierno alinearse con los señores de la ONAJPU. 


Preguntamos quién responde a partidos políticos, cuando en sus congresos están presentes el señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social, el Presidente y la Vicepresidenta del Banco de Previsión Social y connotados 
dirigentes políticos del partido de Gobierno. No estamos denunciando a la ONAJPU sino al Gobierno, que es 
el que esgrime el argumento de que nosotros somos un partido político. 


Ratificamos todo lo anterior y seguimos reclamando una jubilación mínima de $ 12.000. En el congreso del 
1* de diciembre, seguramente, esa cifra aumentará. Algunos pueden considerarlo un sueño de locos o una 
utopía. Bueno, vamos corriendo atrás de la utopía de la justicia social en nuestro país desde que nos 
conocemos. 


También reclamamos ajustes cada cuatro meses. Hacen alharaca con que se va a otorgar el 14%, en forma 
totalmente irresponsable porque falta el índice medio salarial de los meses de setiembre, octubre, noviembre 
y diciembre; el propio Ministro de Trabajo y Seguridad Social hace alharaca diciendo que habrá un 14% de 
ajuste a partir del 1* de enero, cuando hay una serie de conflictos por aumentos salariales que pueden hacer 
subir el índice medio salarial que hoy está en 12,48%. 


Dicen que los jubilados vamos a recuperar varios puntos. Nos viene pasando desde hace años. El 1” de enero 
recuperamos varios puntos con respecto a la inflación pasada, pero resulta que en marzo o abril empatamos y 
de ahí para adelante empezamos a perder. Eso significa en nuestro sector, el que componemos los viejos 


trabajadores de nuestro país, comer menos, atender menos la salud, el confort de la casa, etcétera. A esta 
altura de nuestra vida, cuando el país debería premiarnos por todo lo que le dimos, por todo lo que hicimos, 
en la inmensa mayoría de los casos vivimos de manera miserable, porque tenemos pasividades miserables. 
Admite el Gobierno, y lo admitió el congreso de la UNAJPU, que el 50% de los jubilados y pensionistas 
estamos por debajo de los índices de pobreza. Se quedaron cortos, porque un 70% no sobrepasa los $ 7.500. 
Ese es el techo; tenemos jubilaciones miserables, la jubilación mínima es de $ 4.552 y hay decenas de miles 
de jubilaciones y pensiones que están por debajo de eso. 


Jubilarse en Uruguay es una odisea. Hay que juntar los años; ya no existen aquellos centros fabriles en los 
que uno entraba a trabajar y del que luego se jubilaba. El trabajador deambula de un lado al otro, y si se 
queda sin trabajo a los cuarenta o cuarenta y cinco años es un desastre, porque en este país es muy duro 
conseguir trabajo con esa edad. En el caso de que consiga trabajo, se encuentra con patrones que no aportan, 
que se quedan con los aportes del trabajador. Este Parlamento hizo una ley dando al patrón hasta setenta y 
dos meses para que pueda pagar lo que le robó al trabajador, pero resulta que el patrón, que sigue siendo 
ladrón, hace un convenio con el Banco de Previsión Social y empieza a pagar hasta conseguir un certificado 
de exportación o importación, y después vuelve a dejar de pagar. Hemos denunciado esto infinidad de veces, 
pero no hemos tenido respuesta. Hemos estado una cantidad de veces acá y no hemos tenido respuesta, y 
vamos a seguir viniendo. Pedimos ajustes cada cuatro meses aunque sea para empatar la inflación, porque no 
tenemos tiempo de recuperar lo que perdimos en marzo o abril. No nos queda tiempo para recuperar lo que 
perdimos de comer, de atender la salud, de tener una mejor calidad de vida. Por eso, ratificamos todo lo que 
dijimos anteriormente. Ustedes lo saben y consta en las versiones taquigráficas. 


Traemos un apoyo incondicional a los viejos trabajadores de la industria frigorífica privada. Es una herejía, 
un crimen de lesa humanidad lo que están haciendo. El jueves estuve en su campamento frente al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y ese día acababan de sepultar a otro compañero que se marchó de este mundo 
sin haber alcanzado lo que se merecía, no lo que el Gobierno le quisiera dar, sino lo que se merecía. Yo soy 
jubilado de la industria frigorífica, del Frigorífico Nacional, y cobro de pasividad ocho y media BPC, que no 
da para tirar manteca al techo. La canasta básica familiar, pese a la cifra errónea de $ 43.000 que da el 
Instituto Nacional de Estadística -no se sabe si a sabiendas o no-, está en este momento en $ 50.000. Estos 
compañeros de la industria frigorífica ganan cuatro BPC, y vienen peleando desde hace dos o tres años. Se 
van muriendo en esa lucha y no les dan lo que les corresponde. Cuando cerró el Frigorífico Nacional, quienes 
éramos mensuales fuimos redistribuidos a la Administración Central o a otros organismos del Estado, pero 
los jornaleros fueron a la calle. Nos jubilaron con el 125% de lo que cobrábamos cuando estábamos en 
actividad, actualizado al año 1994. Nos preguntamos por qué la herejía contra ese puñado de trabajadores - 
porque son un puñado -de la industria frigorífica privada que fueron despedidos por la dictadura porque se 
venía preparando la entrega a capitales extranjeros de esa industria tan importante para nuestro país. Se van 
muriendo y no ven soluciones. Sabemos que ustedes mandaron una minuta de comunicación, pero el Poder 
Ejecutivo hace mutis por el foro. Los tienen a cuento; el Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y el 
Director Nacional de Trabajo les dicen que el Presidente los va a aceptar, que tienen razón, pero parece que 
apareció un asesor de la Presidencia que se negó. Sabemos que se niega el señor Ernesto Murro, que se niega 
el señor Sixto Amaro, que se dice representante de los jubilados -ahora tiene un sueldo de príncipe pero es 
jubilado del Frigorífico Nacional como yo-, porque no tienen la sensibilidad de atender ese justo reclamo. 
Los compañeros están dispuestos a ir hasta las últimas consecuencias en este campamento que tienen 
instalado, hasta están dispuestos a hacer una huelga de hambre; imagínense a gente de nuestra edad haciendo 
una huelga de hambre. Nosotros responsabilizamos a las instituciones del Estado de lo que está pasando con 
estos compañeros. Acá hay integrantes del Partido de Gobierno y de la oposición; a los tres partidos presentes 
los llamamos a responsabilidad en este tema. 


Queremos denunciar un crimen de lesa humanidad. Hay un complejo de viviendas en las calles Millán y 
Huidobro -vamos a pedirles que tomen cartas rápidamente en esto -donde viven personas que están teniendo 
una serie de intimidaciones de desalojo. El 24 de este mes hay un juicio al que va a ir el señor Juan Luis 
Martínez Granja. Este hombre se casó en 1963 con la señora Yolanda González. A la señora González, el 
Banco de Previsión Social le otorgó en 1996 una vivienda en el complejo de Tres Ombúes, y después, en el 
año 2000, por problemas de salud -estaba en silla de ruedas-, la pasaron al complejo de Millán y Huidobro. 
La señora falleció, y quien era su esposo, Juan Luis Martínez Granja, tiene 81 años y gana $ 15.000. Tiene 
Parkinson, es diabético insulino dependiente y tiene vértigo, no puede ni moverse. Ahora, en una señal de 
irresponsabilidad tremenda, el BPS descubre que no tenían que haberle otorgado la vivienda a la señora 
Yolanda González porque con su pareja sobrepasaban los topes exigidos para acceder a una vivienda para 


jubilados. El error lo cometió el Banco de Previsión Social y hoy van a cometer el crimen de tirar a la calle a 
este hombre, con todas esas enfermedades y ganando $ 15.000, que no le da para tirar manteca al techo sino 
para cubrir a gatas algunas de las necesidades básicas de un ser humano. Este hombre tiene un hijo, y él me 
decía que no tenía lugar para llevarlo, y que además no quería sacarlo de su entorno, de sus amigos; es un 
hombre enfermo. 


También hay otra señora que tiene ochenta y nueve años y está en esta misma situación, le dijeron que iba a 
tener una intimación para desalojarla. Les pedimos que paren este crimen de lesa humanidad que está 
cometiendo el Banco de Previsión Social. ¿Saben una cosa? ¿Saben cuál es la herejía más grande? Que en 
ese mismo complejo hay diez viviendas vacías desde hace dos o tres años. Es una canallada lo que están 
haciendo el señor Ernesto Murro y el Directorio del Banco de Previsión Social. 


También queremos hablarles del FONASA. El movimiento sindical, en una incoherencia que no entendemos, 
renunció a un viejo reclamo de la clase obrera: un sistema único nacional y estatal de salud, y ahora nos 
ponen el FONASA. El otro día, en un evento que hubo en el Partido de Gobierno, escuchábamos al legislador 
Bayardi diciendo que el FONASA era prácticamente una condena a muerte para los jubilados, porque no 
pueden enfrentar los copagos que el sistema de salud tiene cada vez más caros, imposibles de pagar. Somos 
gente grande, con los años vienen las enfermedades. Es imposible hacer frente a los gastos que origina el 
FONASA. Salud Pública tiene un montón de carencias: es difícil buscar un número para un especialista o 
para hacerse un estudio; no hay medicamentos; es criminal. Pero el FONASA estafa a la gente. Yo soy socio 
del CASMU. Pago $ 1.400 por mes porque estoy en el convenio de COFE -fui uno de los firmantes de ese 
convenio muchos años atrás y allí figura una cláusula que da derecho a los jubilados a participar de ese 
convenio-, y hay dentro de la Coordinadora compañeros jubilados que pagan al CASMU $ 2.000, $ 3.000 y 
$ 4.000. ¿Saben por qué? Porque tienen una jubilación civil y otra de Industria y Comercio, y pagan por las 
dos. Preguntamos, ¿a dónde va la segunda cuota? ¿Se la regalan al CASMU o se queda en Rentas Generales? 
¿Por qué les sacan a los viejos esa cantidad? Dirán que es porque ganan más. Yo pregunto, ustedes, los 
señores Ministros, los señores con cargos de Gobierno, ¿pagan más porque tienen un sueldo mucho más alto 
que el nuestro? Es un robo lo que nos están haciendo. Hay jubilados de la Caja Civil que son trabajadores 
activos y les cobran como trabajadores activos y como jubilados. ¿A dónde va la plata que están cobrando? 
Nosotros preguntamos eso. Es un robo, una estafa colosal lo que le están haciendo a los viejos uruguayos en 
materia de salud, de esa salud tan mal administrada, tanto en lo público como en lo privado. También en la 
salud privada tenemos problemas para encontrar especialistas; los encontramos en tres o cuatro meses. A 
veces llega primero la muerte que la atención con el especialista. 


Nosotros le pedimos responsabilidad al Parlamento, le pedimos que investigue a dónde van la segunda y la 
tercera cuota que le cobran al que tiene dos jubilaciones o al que está jubilado por una Caja y trabaja por otra. 
Es un robo, no a mano armada, sino con autorización oficial del Gobierno; es un robo que el propio Gobierno 
perpetra a los jubilados. 


Otro tema es la "Operación Milagro". Ya lo denunciamos pero queremos recordárselo. Resulta que el señor 
Ernesto Murro también se hizo dueño de la "Operación Milagro", porque prácticamente se la entregó a la 
ONAJPU. Tengo un recorte del "Diario Acción" de Mercedes, de 9 de noviembre de 2011, en el que se dice 
que en el Congreso de la ONAJPU afirmaron que ellos son responsables de 25.000 operaciones que se 
realizaron en el marco de la "Operación Milagro". Acá hubo un convenio entre el Gobierno uruguayo y el 
cubano, no con la ONAJPU. El Gobierno cubano no le dio esta solidaridad al Gobierno uruguayo para que se 
la regalara a una organización oficialista como la ONAJPU. El Gobierno uruguayo brindó esto para todos los 
jubilados y pensionistas uruguayos. Algo pudimos recomponer con la Directora Medina del Hospital de Ojos, 
pero todavía muchos empleados dicen a la gente que tienen que pasar por la ONAJPU. ¿Por qué tienen que ir 
a la ONAJPU? ¿Saben una cosa? A la ONAJPU esto le reditúa mucho, porque a la gente le dicen que tienen 
que hacerse socios. Cuando la gente pregunta si hay que pagar, ellos dicen que no, pero que tienen gastos de 
teléfono, de papel, de secretaría. Sin embargo, esto es algo totalmente gratuito y le reditúa económicamente a 
esta organización a la que el Gobierno regaló la "Operación Milagro". 


Por último, queremos denunciar y reclamar otro hecho. Se está hablando de un diálogo social, y es mentira; 
acá lo que hay es un monólogo social. Todos los participantes del mal llamado "diálogo social" son afines al 
Gobierno, oficialistas; está el Gobierno, el señor Ministro de Economía y Finanzas, el señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, la ONAJPU, el PIT CNT, todos afines al Gobierno. Nos acabamos de enterar 
que hasta el ex Diputado Blasina está en el diálogo social. 


Pasamos dos meses pidiendo una reunión al Director Nacional de Trabajo, que fue quien convocó al diálogo 
social. Tuvimos que ir y presionar; fuimos a las diez de la mañana y nos dijeron que venía a las dos de la 
tarde, pensando que como éramos gente mayor nos iríamos. Les dijimos: "Sean las dos, las cuatro o las ocho 
nos va a encontrar acá, porque no nos vamos a ir hasta que no nos atienda". A los diez minutos estaba allí el 
señor Luis Romero. Estuvo de acuerdo con todo lo que planteamos, en primer lugar, con que nos 
correspondía integrar el diálogo social, porque dijo: "Si participaron en una elección para elegir 
representantes de los jubilados, tienen que ser reconocidos para participar en el diálogo social". Se lo planteó 
al señor Ministro, quien nos derivó al Director Nacional de Seguridad Social, cargo que se inventó en la 
Administración pasada y que ocupa un señor llamado Roberto Vázquez, que lo conocemos y no sé si habrá 
adquirido experiencia ahora, pero antes sabía muy poco de seguridad social, a pesar de que trabajaba en el 
Banco de Previsión Social. Hace dos o tres días que pedimos entrevista; ayer nos dijeron que estaba enfermo, 
y la señora Pandiani nos dijo que supuestamente nos van a recibir el martes, pero quedó prendido con 
alfileres. 


A ellos les vamos a reclamar nuestra participación en el diálogo social, pero ya conocemos su posición y 
probablemente nos digan que no somos representativos. 


El Gobierno dialoga con el Partido Colorado, el Partido Nacional y el Partido Independiente que perdieron la 
elección, con todo el mundo, en el marco de un sistema democrático, pero a nosotros no nos dejan llamar en 
ese mal llamado diálogo social. ¿Saben por qué? No por falta de representación, sino porque en la mesa del 
diálogo social vamos a hablar de justicia social, algo que no está ocurriendo en ese mal llamado diálogo 
social. 


Advertimos: Europa está prendida fuego por varios motivos, entre otros, por haber aumentado la jubilación 
de sesenta años hasta sesenta y ocho en Grecia y en España a sesenta y dos. Ya se está hablando en Uruguay 
de que hay que ir gradualmente aumentando la edad de jubilación y llevarla hasta los sesenta y cinco años, 
pero guiñando los sesenta y siete, porque en Europa hay países que se jubilan a esa edad. El argumento es 
que mejoró la expectativa de vida, que hoy los uruguayos vivimos más. Me pregunto si la ciencia logró que 
los uruguayos viviéramos un poco más para que nos siguieran explotando. Imaginen un trabajador de la 
construcción subido a un andamio con sesenta y cinco años o a un chofer de ómnibus manejando cinco años 
más. La ciencia no logró aumentar la expectativa de vida para que nos disputemos con nuestros hijos y nietos 
un puesto laboral. 


Pedimos a este Parlamento responsabilidad. Europa está prendida fuego. Nosotros ya estamos jubilados, pero 
esto lo padecerán nuestros hijos y nietos; algunos de nuestros hijos están luchando en sus sindicatos para que 
se hable de esto, pero no hemos visto a nadie reaccionar contra esta propuesta, que ya está sobre la mesa. Esa 
no es la solución. 


Dicen que no hay plata para atender a la seguridad social. Ayer escuchamos al Comandante de la Armada 
decir que vamos a comprar otro barco para que los oficiales de la Armada se paseen por los mares del mundo. 
El otro día nos enteramos de que una brigada de infantería compró seis carros blindados más. ¿Para qué, si 
nosotros no estamos en guerra, si nosotros condenamos la guerra? Precisamos que los viejos uruguayos 
tengan una vejez digna, vivir un poco mejor. 


Nos vamos con la sospecha -y tenemos derecho a creerlo -de que será una reunión más y no va a pasar nada. 
En sus conciencias quedan estos justos reclamos que hacemos. 


SEÑORA MALLO CALVIÑO.- He escuchado con mucha atención al señor Morales. 


He dedicado mi vida a la seguridad social y siento que dice muchas verdades. Sin embargo, nos reclama 
conciencia. Mi conciencia va a estar limpia y bien, porque es cierto que dialogamos socialmente, pero nunca 
logré nada. Como parlamentaria he luchado mucho, pero no logré nada. 


Es más, en Cartagena de Indias se lanza el primer diálogo sobre seguridad social entre todos los países 
latinoamericanos, donde todos podemos aportar, porque nuestro país, a pesar de todo, tiene adelantos. Hay 
países más adelantados y, lamentablemente, otros más atrasados. Me invitaron a participar de ese encuentro, 
pero no voy porque no me pagan absolutamente nada, solo al señor Diputado Vivian, que es el Presidente de 
la Comisión. Me parece que está bien, pero nosotros también deberíamos ir. 


Es decir, no existe interés de que vaya un parlamentario de otro partido. Esto lo veo así, pero a todo nivel. Yo 
digo lo que siento. 


Mi conciencia está bien, porque he luchado mucho contra la injusticia, porque creo que todos somos iguales. 


Se habla de los frigoríficos y la Comisión sabe que hago todo lo que puedo por todos, escritos o lo que sea, 
porque ante todo somos uruguayos y ciudadanos. 


Eso ya no existe, y como no estoy preparado para esto, créanme que estoy sufriendo mucho, pero tengo la 
conciencia tranquila. Lo que yo diga, no importa demasiado. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Comparto lo que dice la señora Diputada Mallo Calviño y creo que 
también el señor Diputado Vivian está muy preocupado. 


El asunto es muy claro. Tenemos que ser muy honestos con las limitaciones de la Comisión. Vamos a insistir 
dentro de nuestras posibilidades en todo lo que se está planteando. 


Todas las versiones taquigráficas se mandan al Banco de Previsión Social y cada denuncia o reclamo de las 
delegaciones se discute con su Directorio. No queremos engañar a nadie creando falsas expectativas, porque 
la solución corresponde al Poder Ejecutivo y no dependen del Poder Legislativo. 


La Comisión puede ser facilitadora e insistir; cada vez que vienen ustedes, nosotros insistimos, y a eso nos 
comprometemos. Sin embargo, no dependen de nosotros las soluciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Empecé a trabajar en un torno y tengo conciencia de clase. No empecé acá. 
Sin embargo, tomo este trabajo con mucha responsabilidad e integro el Gobierno. Hago todo lo 
posible, trabajando en equipo como debe ser, con los Diputados de otros Partidos, para lograr 
soluciones, que a veces no dependen de nosotros. 


Sin duda, somos muy sensibles de lo que está pasando, pero no estoy de acuerdo con algunas afirmaciones. 
Yo participé el otro día del diálogo social y les puedo decir que no eran todos oficialistas. Por ejemplo, el 
contador Davrieux no es oficialista; la Directora de República AFAP no creo que sea oficialista. No todos los 
integrantes del Directorio del Banco de Previsión Social son oficialistas. Por lo tanto, la afirmación de 
Morales no es correcta. 


El diálogo social fue convocado en segunda instancia para el 24 de noviembre. Quiero hacer mucho hincapié 
en las leyes que flexibilizaron el régimen jubilatorio como la N* 18.565 y otras leyes, que surgieron del 
diálogo social que se instauró en el período de Gobierno pasado. 

Inclusive, en el diálogo social se hicieron propuestas vinculadas con las jubilaciones más bajas y otros temas. 


Entonces, el diálogo social es importante, su participación es heterogénea y no todos son oficialistas. 


Por otra parte, me parece pertinente aclarar que el encuentro en Cartagena de Indias es una reunión de trabajo 
en el que van a participar los Presidentes de las Comisiones de Seguridad Social de América Latina y la 
organización está a cargo, no el Gobierno, sino el CIESS, Centro Interamericano de Estudios de Seguridad 
Social de América Latina, y el BID. 


SEÑORA MALLO CALVIÑO.- Es así, pero de todos modos cuando al Parlamento le interesa que 
concurra un legislador, paga los gastos. Por eso hablo de falta de interés. 


Por otra parte, yo presenté proyectos en esta Comisión y nunca se discutieron, pero vamos a insistir. 


Los tres integrantes de esta Comisión siempre nos llevamos muy bien y tratamos de resolver. No dudo de la 
voluntad del señor Presidente ni de sus sentimientos, sino de lo que se puede hacer o le dejan hacer. 


SEÑOR MORALES.- Tenemos una comunicación muy fluida con la señora Diputada Mallo Calviño y 
sabemos de sus esfuerzos en materia de seguridad social. 


Cuando hablamos de conciencia, cada uno tendrá la tranquilidad de lo que hizo; es un problema personal e 
institucional, vinculado con el partido a que pertenezca cada uno. 


La señora Diputada Mallo Calviño dice que somos uno de los países más adelantados en materia de 
seguridad social; sabemos que existen países más atrasados, por ejemplo, Haití, El Salvador, pero estamos 
entre los últimos lugares en América Latina en materia de seguridad social, de pago de jubilaciones y de 
pensiones. Por ejemplo, no tenemos aguinaldo. 


El viernes nos enteramos de que en Venezuela los jubilados estaban cobrando un aguinaldo en noviembre y 
otro en diciembre. Tenemos una fluida relación con la Mesa Coordinadora de Jubilados y Pensionados de la 
República Argentina que nos dicen que los jubilados cobraron un aguinaldo en julio y otro ahora en 
diciembre. No estamos tan bien en materia de seguridad social a nivel de América Latina. 


El Presidente de la República cuando estuvo en Alemania dijo que la situación de los uruguayos había que 
compararla con la peor situación de los alemanes. Rogamos al cielo vivir como los alemanes que viven peor, 
porque la vida de los jubilados uruguayos es miserable y la vida en esta etapa es un soplo, porque hoy 
estamos y mañana quizás no. Entonces, la justicia hay que hacerla ahora. 


¿Cómo es posible que haya justicia para otros estratos de la sociedad y no para nosotros? El señor Diputado 
Vivian habla de la flexibilización de las leyes, sobre todo de la N” 18.565. Esa ley no solucionó nada; al 
contrario, se jugó con la situación laboral del Uruguay donde no hay trabajo para la gente a determinada edad 
y con la idiosincrasia de los uruguayos, porque "si laburo cinco años menos, mejor, me canso menos", pero 
no se sabía que si era miserable la jubilación con treinta y cinco años de trabajo, mucho más sería con treinta 
años. 


Antes de la dictadura nos jubilábamos con sesenta años de edad y treinta de trabajo, y cincuenta y ocho años 
para el caso de las mujeres. Eso es lo que reclamamos, eso es justo, además de que se tengan en cuenta los 
diez mejores años. En ese sentido, queremos hacer otra denuncia. Una ley determina que se debe optar por lo 
que más convenga a los jubilados, los últimos diez años de trabajo o los mejores veinte años. El Banco de 
Previsión Social está liquidando con los mejores veinte años de trabajo, más un 5%, aunque el otro sistema 
sea mucho más beneficioso para los jubilados. 


Ustedes dicen que hacen cosas, y no lo dudamos, pero me pregunto si el señor Murro es el dueño del 
Uruguay. ¿Ustedes no pueden pararlo? Escuchamos a la primera dama de este país decir que no podían con 
su vida. Pregunto quién es este señor para hacer lo que quiera en materia de seguridad social, y pido, 
principalmente a los representantes del Gobierno, que analicen este tema. 


Nosotros no venimos a hacer oposición barata, politiquera, sino a reclamar por todos los viejos uruguayos 
que en su mayoría viven una vida infernal. Es un infierno no poder comer, no tener la salud cubierta, no 
poder arreglar algo en la casa. 


No dan abasto los teléfonos para saber si corresponde la canasta miserable de $ 600. Una bolsa de 
supermercado nos sobra para poner lo que se puede comprar con $ 600. Es una falta de respeto y una 
humillación a los pobres viejos que no tenían el problema de la canasta y ahora sí porque sufren la agonía si 
se pasan por $ 10. 


Pido sensibilidad. El otro día recordaba a Luis Romero una conversación que tuve con Jorge Bruni, cuando 
fue Ministro o Subsecretario del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, reconociendo que teníamos razón, 
que era justo lo que pedíamos, pero él no podía hacer nada. Le dije: "Mirá Jorge: nos conocemos de toda la 
vida. Vos sabés que yo nunca voy a ser Ministro, pero si fuera Ministro, si estuviera en tu lugar y viera que 
una cosa es justa y que no se atiende, me voy. No me puedo sumar ni hacer cómplice de todas esas 
injusticias". 


Con todo respeto, pero con pleno derecho y con todas nuestras fuerzas, dejamos este planteo. 


SEÑOR TRÁPANI.- En el tribunal médico del Banco de Previsión Social también se dan situaciones 
aberrantes. La gente va a pedir no una jubilación por incapacidad física sino una pensión por 
incapacidad física. Van medio muertos para que el tribunal falle. 


Conozco bien el caso de una señora que fue rechazada tres veces. Tiene artrosis en las dos rodillas, problemas 
en la columna, las manos se les están deformando y está en tratamiento psiquiátrico. A pesar de todos esos 
males y de que mostró los comprobantes médicos, fue rechazada. Dicen que está en condiciones de seguir 
trabajando. Y hay muchos más. No sé qué pasa, pero ni a los animales se les hace eso. 


SEÑOR PASTOR.- Agradecemos que nos hayan atendido. 


Es lamentable que esto pase en un país democrático. Tengo ochenta y dos años de edad y sé lo que es vivir la 
dictadura, estar encerrado en la cárcel y luchar por este país en beneficio del futuro. En este momento no 
lucho por mí sino por los hijos y los nietos que vamos a dejar, que van a ser el fruto de este país. Ustedes 
también van a tener esa conciencia cuando lleguen a determinada edad. 


Eso es lo que reclamamos nosotros. Estoy de acuerdo con lo que dicen que más allá no podemos llegar. Yo 
pregunto: si hay necesidad de libertad, democracia y justicia, ¿la justicia de este país, que conocí hace 
muchos años, no existe ya por el hecho de que el que manda más hace lo que se le antoja? Reclamamos que 
se resuelvan cosas que son esenciales: la salud, la vivienda, el aguinaldo que nos pertenece y la prima por 
edad. ¿Tenemos derecho a reclamar o no? ¿Vivimos en una democracia o en una mentira? ¿No puedo hacer 
nada porque gobierna el señor que yo apoyé? ¿No tengo derecho a decirle que tenga conciencia? Piensen en 
lo que estamos reclamando. Lo que está pasando en el país no va a quedar aquí, va a seguir más adelante. Si 
no cambiamos de una vez por todas estas cosas, se irán ustedes, vendrán otros y será lo mismo. Hay que 
pensar en nuestros hijos y en nuestros nietos. ¿Piensan que con $ 4.000 puede vivir un viejo? Además, no se 
puede ir a vivir con una hija porque entonces le sacan la jubilación. ¿Les parece que eso es justo después de 
haber trabajado toda una vida? Porque ese es el beneficio que debe dar el país. 


¡Lo que reclamamos es que sigan la justicia que les dicta la conciencia cuando ponen la cabeza en la 


almohada! ¡Eso es lo que precisamos! ¡De lo contrario, lo viejos vamos hacer lo mismo que los trabajadores 
de los frigoríficos: nos vamos a encadenar porque no aguantamos más! 


SEÑORA MALLO CALVIÑO.- Por favor, cálmese, porque le puede hacer mal. 

SEÑOR PASTOR.- Disculpen. Muchas gracias. 

SEÑOR MORALES.- Quiero contarles un caso de Maldonado, el de Aquiles Corbo, un jubilado que 
recibía $ 5.000: tuvo que salir a trabajar, lo agarraron los sabuesos del Banco de Previsión Social -que 
no persiguen a los evasores sino a los jubilados que no tienen más remedio que trabajar-, le 


suspendieron la jubilación y tiene que pagar lo poco que cobró en los meses que llegó a trabajar. Por 
suerte, le dejaron en suspenso la jubilación y luego de que pague la deuda, accederá nuevamente a ella. 


SEÑORA CÁCERES.- Esperamos que nos den una mano. Yo tengo 86 años, fui operada tres veces a 
corazón abierto y debo pagar $ 1.700 a la mutualista, sin contar los medicamentos. 


(Se retira de Sala la delegación de la Coordinadora de Jubilados y Pensionistas) 

SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Solicito que se invite a las autoridades del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social o del Banco de Previsión Social para tratar este tema del aguinaldo para los jubilados 
en las fechas en que el asunto tiene actualidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


También queríamos tratar otros proyectos sobre la flexibilización, las jubilaciones parciales y la 
acondroplasia. Esperamos que la visita se concrete para el 7 de diciembre. 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Esperamos que se pueda tratar en estas fechas. 


SEÑORA MALLO CALVIÑO.- Yo también tenía un proyecto de la Caja Policial para los carceleros, 
que están en una situación especial, a los efectos de que se les computen tres años por dos. Quizás esto 


se podría plantear también a la señora Diputada Pereyra, que ahora se ocupa del tema de la familia 
policial. 


(Diálogos) 


SEÑOR LÓPEZ VILLALBA.- Queremos solicitar que vuelvan a la Cámara las pensiones graciables 
que aprobamos para que el Poder Ejecutivo envíe la iniciativa, y no solo lo hagan las que vienen 
directamente de ese Poder. Nosotros recibimos reclamos por pensiones que se han presentado y 
aprobado pero que no vuelven del Poder Ejecutivo. Con buena voluntad y dentro de lo ético apoyamos 
las pensiones para aquellas personas que se lo merecen y están en una situación difícil, pero también 
queremos que sea una avenida de doble mano. Lo que corresponde, es así para todos, pero los partidos 
de la oposición también queremos que vuelvan las que nosotros proponemos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


